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Procede la Sala a decidir la impugnación interpuesta por la accionante, en 

contra de la sentencia proferida por el Juzgado 46 Administrativo del Circuito de 

Bogotá D.C., el 18 de marzo de 2021, mediante la cual tuteló el derecho 

fundamental de petición y declaró la improcedencia de la acción respecto de los 

demás derechos invocados.         

 

I. ANTECEDENTES 

    

En ejercicio de la acción de tutela, consagrada en el artículo 86 de la 

Constitución Política y desarrollada por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 

1992, la señora MARÍA JOSÉ PIZARRO RODRÍGUEZ, presentó acción de tutela 

con el fin de que se le protejan sus derechos fundamentales de petición, a la 

vida y a la seguridad personal, que consideró vulnerados por la Cámara de 

Representantes al no dar respuesta a su petición de 28 de agosto de 2020 y por 

la UNP al no autorizar y cancelar los viáticos que su personal de escoltas requiere 

para sus desplazamientos fuera de la ciudad. Fundamentó su solicitud en el 

Convenio Interadministrativo Número 1458 de 2019, suscrito entre la 

Corporación con la Unidad Nacional de Protección, en adelante UNP. 

 

   

II. LA SENTENCIA IMPUGNADA 

   

Agotado el trámite de rigor, el Juzgado 46 Administrativo del Circuito 

Judicial de Bogotá D.C., mediante la sentencia recurrida, amparó únicamente el 

derecho de petición, por considerar que, la Cámara de Representantes se 

encontraba en mora de resolver la solicitud presentada el 28 de agosto de 2020. 



 En cuanto a la pretensión de inaplicar el numeral 15 de la cláusula 6.1 del 

Convenio Interadministrativo No. 1458 de 2019, señaló que no se acreditó la 

existencia de un perjuicio irremediable que ameritara la intervención del Juez 

constitucional, soslayando los mecanismos ordinarios con que cuenta la 

funcionaria para debatir la controversia laboral o contractual que se presenta. 

  

III. LA IMPUGNACIÓN 

   

La accionante impugnó la sentencia de primera instancia, señalando que el 

A quo desconoció las constantes amenazas contra su vida y la de su familia, las 

cuales se encuentran documentadas tanto en la presente acción como en la 

evaluación de riesgo realizada por el Ministerio de Defensa Nacional, que 

determinó su riesgo como extraordinario; por lo cual no encontró válida la 

inferencia de no hallarse en presencia de un perjuicio irremediable. 

  

Que resulta inadmisible entender que sólo cuando ocurra un atentado 

contra su vida o una agresión física directa, que eleve aún más su nivel de riesgo, 

se entienda que amerita protección a sus derechos. Que frente a la existencia 

de mecanismos ordinarios de defensa, estos se agotaron con las reiteradas 

solicitudes presentadas ante la UNP, a quien ha reiterado se le garantice el 

desplazamiento de su esquema de seguridad completo; ya que no está 

reconociendo viáticos y tiquetes a quienes lo integran, poniendo en riesgo su 

seguridad en los desplazamientos que realiza; lo cual repercute en vulneración 

al ejercicio de sus derechos políticos, ya que ha tenido que dejar de asistir a 

algunas de sus actividades como Congresista por fuera de la ciudad, al no poder 

disponer del personal de protección que tiene asignado. 

  

Que la acción es tutela es la vía idónea para pretender la protección de sus 

derechos a la vida y a la seguridad personal, ya que dicha acción tiene como fin 

prevenir la vulneración o cesar la amenaza a los mismos, y ha demostrado con 

suficiencia que se encuentra en riesgo, el que debe ser conjurado. 

  

 Por lo anterior, peticionó que se ordene a las accionadas dejar sin efecto 

el numeral 15 de la cláusula 6.1 del Convenio Interadministrativo No. 1458 de 

2019 y garantizar que sus tres hombres de seguridad cuenten con los tiquetes 

y viáticos para el acompañamiento en sus desplazamientos, fuera de la ciudad 

de Bogotá D.C. 



 

  

IV. CONSIDERACIONES 

          

Competencia   

   

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991, 

este Tribunal es competente para decidir la segunda instancia en la acción de tutela 

que nos ocupa.   

 

Lo que se debate   

  

En el asunto que se somete a estudio, la Congresista MARÍA JOSÉ PIZARRO 

RODRÍGUEZ, presentó solicitud con el fin de que se le tutelen sus derechos 

fundamentales de petición, a la vida y a la seguridad personal, que consideró 

vulnerados por la Cámara de Representantes al no dar respuesta a su solicitud 

de 28 de agosto de 2020; y por la UNP al no autorizar los viáticos que su personal 

de escoltas requiere, para sus desplazamientos por fuera de la capital, 

argumentando para ello el contenido del numeral 15 de la cláusula 6.1 del 

Convenio Interadministrativo No. 1458 de 2019, suscrito con la Cámara de 

Representantes. 

 

De la Procedibilidad de la acción tutela   

  

El artículo 86 de la Carta Política consagró la acción de tutela como un 

mecanismo de protección inmediata de los derechos constitucionales 

fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados por 

la acción o la omisión de cualquier autoridad pública. Esta norma es del siguiente 

tenor literal:  

   

“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en 
todo momento y lugar mediante un procedimiento preferente y sumario, 

por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de 

sus derechos constitucionales fundamentales, cuando estos resulten 

vulnerados o amenazados por acción o la omisión de cualquier autoridad 
pública.”. (Subrayas por fuera del texto).  

  
  

A su turno, el Decreto 2591 de 1991, mediante el cual se reglamentó la acción 

de tutela, estableció en su artículo 6º lo siguiente:  



  
“Causales de improcedencia de la tutela. La acción de tutela no 

procederá:  
  

“1. Cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo 

que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un 
perjuicio irremediable. La existencia de dichos medios será apreciada en 

concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que 

se encuentra el solicitante...”. (Resalta la Sala).  

  

  
Conforme al artículo superior, como a la norma reglamentaria antes 

transcritos, se tiene que la acción de tutela se consagró como mecanismo judicial 

de carácter residual y subsidiario para la defensa de los derechos 

fundamentales de las personas, que resulten violados o gravemente 

amenazados por la actuación de las autoridades o de los particulares en los casos 

previstos en la ley. En estos términos, es dable concluir qué por regla general, 

esta acción sólo procede cuando el afectado no disponga de otro medio de 

defensa judicial para la defensa de sus derechos fundamentales, salvo que se 

proponga como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.  

    

         Para el caso concreto la actora narró como hechos los que se resumen de 

la siguiente manera: 

  

 
-       Fue electa por 77.800 votos como Representante a la Cámara por Bogotá el 

11 de marzo de 2018, como integrante de la “lista de la decencia”, de la que 
hicieron parte los partidos políticos, Movimiento Alternativo Indígena y Social 
(MAIS), Partido Unión Patriótica (UP) y el Partido Alianza Social Independiente 
(ASI). 

-       Desde su decisión de aspirar a la Cámara de Representantes en 2017, como 
lideresa política y defensora de derechos humanos ha sido objeto de amenazas 
y señalamientos que ponen en riesgo su vida e integridad personal. 

-       El 12 de abril de 2018 la Presidenta del MAIS, realizó solicitud de esquema de 
protección en su favor. 

-       El 8 de agosto de 2018 el Ministro de defensa por oficio S-2018-023000 de 4 
de agosto, le notifica que se le ha asignado esquema de protección. 

-       El 9 de agosto de 2019 el Jefe de Protección y Servicios Especiales de la 
Metropolitana de Bogotá, le informó que se le calificó su riesgo como 
extraordinario y por ello se le asignó un hombre de protección. 

-       En ejercicio de sus funciones ha debido desplazarse a nivel nacional sin su 
esquema de seguridad completo, aun cuando tiene medidas de seguridad 
decretadas en su favor. 

-       El 12 de febrero de 2020 declaró bajo juramento con radicado No. 
110016099084201800705 sobre amenazas en su contra al ser mencionada 
como objetivo por las Águilas negras los días 26 de junio y 20 de noviembre de 
2019 y el 15 de enero de 2020. 



-       El 25 de agosto de 2020 sostuvo reunión virtual con el director de la UNP 
manifestándole el riesgo contra su vida, entendiendo con ello que se 
garantizarían sus medidas de seguridad. 

-       El 28 de agosto su hombre de protección Fabio Herreño Castro solicita 
autorización para desplazamiento a la ciudad de Medellín, recibiendo como 
respuesta que le autorizan el movimiento sin derecho a viáticos, en virtud de lo 
dispuesto en el Convenio No. 1458 de 2018 suscrito con la Cámara de 
Representantes. 

-       Por lo anterior dirigió misiva al Director de la UNP manifestándole su 
preocupación por dichas determinaciones, y solicitando se le garantice tanto al 
Escolta vinculado directamente con la UNP como al que está contratado a 
través de la Unión Temporal Elite Protección, los viáticos y tiquetes necesarios 
para que le puedan acompañar en sus desplazamientos. A ello contestó la UNP 
el 10 de septiembre de 2020 informándole que aquello no resulta posible, en 
virtud de lo dispuesto en la cláusula 6.1 del Convenio Interadministrativo 1458 
de 2019. 

-     Al mismo tiempo peticionó al Director Administrativo de la Cámara de 
Representantes, le informará ¿las razones por las cuales no se garantiza 
dentro del precitado convenio el suministro de viáticos y tiquetes para los 
hombres de protección y si dicho convenio permite un trato diferente a aquellos 
que cuentan con medidas de seguridad por causas diferentes a ser 
representante a la Cámara? Petición que fue reiterada el 28 de octubre de 
2020. 

-       El 7 de octubre informó a la UNP que según la evaluación de riesgo realizada 
por la Policía Metropolitana de Bogotá (CENIR) el 19 de julio de 2019, su nivel 
de riesgo es extraordinario y se recomendó asignar un hombre de protección, 
por lo cual reiteró su petición de que se le suministren viáticos y tiquetes para 
los desplazamientos. 

-       El 15 de octubre de 2020 su madre Myriam Beatriz Rodríguez Aragón, recibió 
llamada celular en la que le dijeron que debía abandonar el país o le quemarían 
su casa y la iban a matar; hechos de los cuales se realizó denuncia ante la 
Fiscalía General de la Nación el 18 de octubre de 2020 bajo la noticia criminal 
No. 11001600013202004575. 

-       De lo anterior se puso en conocimiento al Director de la UNP, informándole 
además que durante el año 2020 recibió varias amenazas por diferentes 
medios de los cuales siempre ha elevado las correspondientes denuncias, por 
lo cual solicitó se reactiven los procedimientos y medidas de protección para 
su seguridad y la de su familia, entre ellas la de suministrar viáticos y tiquetes 
a su hombre de protección que no tiene vínculo laboral directo con la UNP. 

-       Recibe respuesta de la UNP mediante oficio 20-00028405 de 26 de octubre de 
2020, donde se le informa que en virtud del artículo 36 de la Ley de 
Presupuesto 2020, le corresponde suministrarle viáticos al hombre de 
protección quien es funcionario de la entidad, pero no, al hombre que está 
vinculado a través de la Unión Temporal. 

-       El 3 de noviembre envió comunicación al director de la UNP, reiterándole sus 
preocupaciones respecto de su seguridad, la cual, aunque fue objeto de 
protección al asignarle un esquema de protección, el mismo queda inoperante 
cuando no se le suministra al personal viáticos y tiquetes para acompañarla 
cuando debe salir de la ciudad. 

-       El 5 de noviembre de 2020 la UNP le informa que dio traslado de su solicitud 
a la Policía Nacional quien es la encargada de su valoración de riesgo, y según 
sus resultados, el caso se presentará al Comité Especial para servidores y ex 
servidores públicos. 

-       El 9 de noviembre se le asigna un hombre más a su esquema, como medida 
temporal extensiva a su familia, quien se encuentra vinculado a través de la 
Unión Temporal Elite Protección. 



-       El 23 de noviembre de 2020 el Ministerio de Defensa por oficio S-2020-036279 
le solicita disponer de tiempo para ser entrevista a fin de valorar su nivel de 
riesgo, entrevista que se llevó a cabo el 25 del mismo mes y año. 

-       Los días 25 y 27 de noviembre de 2020 radicó solicitud de desplazamiento de 
sus hombres de protección para el periodo comprendido entre el 27 de 
noviembre y 1° de diciembre, recibiendo como respuesta el 26 de noviembre y 
17 de diciembre, que sólo se autorizaba el desplazamiento sin derecho a 
viáticos ni tiquetes aéreos. 

-       El 4 de enero de 2021 por oficio S-220-466742 la Policía Nacional le informó 
que mediante decisión No. 057 de 21 de diciembre de 2020, se consideró su 
riesgo como extraordinario. 

 

 

Se encuentra probado en el expediente que en marzo de 2018 la 

representante Legal del Movimiento Alternativo Indígena y Social –MAIS- 

presentó solicitud ante la UNP para que se le efectuara estudio de riesgo y se le 

asignara protección a la señora MARÍA JOSÉ PIZARRO RODRÍGUEZ en calidad 

de miembro de dicho movimiento y Representante electa a la Cámara por Bogotá 

D.C. 

  

Que el 4 de agosto de 2018 la Jefe del Grupo de Protección Congreso de 

la República de la Policía Nacional, mediante oficio S-2018-023000 le informó a 

la tutelante que en virtud de lo establecido en el artículo 2.4.1.2.7 del Decreto 

1066 de 2015, su seguridad sería asumida por la UNP y la Policía Nacional en 

razón a su calidad de Representante a la cámara, y que los recursos físicos serían 

asumidos por la Corporación a la cual presta sus servicios. 

  

Posteriormente el Jefe Seccional de Protección y Servicios especiales de 

la Policía Metropolitana de Bogotá D.C., le informó que el estudio de riesgo 

efectuado por el CENIR en sesión No. 7 determinó su riesgo como 

“extraordinario”, recomendando asignar un hombre de protección adscrito a la 

Coordinación de Seguridad del Congreso de la República. 

  

Finalmente, el 31 de diciembre de 2020 por oficio S-2020-466742 ante 

los hechos sobrevinientes de seguridad informados por la Congresista y de los 

cuales la UNP le dio traslado, la misma seccional le notificó la evaluación de 

riesgo efectuada por el CENIR en sesión 057 de 21 de diciembre de 2020, donde 

se reiteró su nivel de riesgo extraordinario. 

 

 En cuanto a la UNP, una vez requerida en esta instancia, certificó que el 

Comité Especial para Servidores y Ex servidores Públicos de esa entidad, ha 



evaluado en diferentes oportunidades el nivel de riesgo de la accionante, 

adoptando las siguientes decisiones: 

 

AÑO NIVEL DE RIESGO RESOLUCIÓN MEDIDAS 

2018 EXTRAORDINARIO 2830 del 20 de abril 
de 2018 (Anexo 2)  
 
 
 
 
 
 
Resolución No. 
5764 del 18 de julio 
de 2018 (Anexo 3)  
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
Resolución No. 
6222 del 30 de julio 
de 2018 (Anexo 4)  

“Implementar 
esquema de 
protección tipo 2 
conformado por un 
(1) vehículo 
blindado y dos (2) 
hombres de 
protección.”  
“UNP: Ajustar 
medidas de 
protección de la 
siguiente manera:  
Ratificar un (1) 
hombre de 
protección.  
Finalizar un (1) 
hombre de 
protección y un (1) 
vehículo blindado.  
CONGRESO: 
Implementar un (1) 
vehículo blindado 

con cargo al 
convenio”  
“UNP: Ajustar 
medidas de 
protección de la 
siguiente manera:  
Implementar un (1) 

hombre de 
protección  
Ratificar un (1) 
hombre de 
protección.  
CONGRESO: 
Ratificar un (1) 
vehículo blindado 

con cargo al 
convenio”  

2019 EXTRAORDINARIO Resolución No. 
6303 del 31 de 
agosto de 2019 
(Anexo 5)  

“UNP: Implementar 
un (1) chaleco 
blindado.  
Ratificar dos (2) 
hombre de 
protección.  
CONGRESO: 
Ratificar un (1) 
vehículo blindado 
con cargo al 
convenio.  

2021 EXTRAORDINARIO Resolución No. 
0087 del 17 de 
febrero de 2021 

(Anexo 6)  

UNP: Ratificar un 
(1) chaleco 
blindado y tres  

(3) hombres de 
protección.  



Resolución No. 
3522 del 10 de 
mayo de 2021  

CONGRESO: 
Ratificar un (1) 
vehículo blindado 
con cargo al 

convenio.”  
UNP: Ratificar un 
(1) chaleco 
blindado y tres (3) 
hombres de 
protección.  
CONGRESO: 
Ratificar un (1) 

vehículo blindado 
con cargo al 
convenio. 
Implementar un (1) 
vehículo blindado 
con cargo al 
convenio.  
Las medidas de 

protección serán 
extensivas al 
núcleo familiar.  

 

De que el nivel de su riesgo es extraordinario, no existe discusión, pues 

tanto la Policía Nacional como la UNP en su comité para servidores y ex 

servidores públicos, así lo ha valorado en diferentes oportunidades, y es por ello 

que progresivamente y ante la situación de amenaza que presenta la accionante, 

se le ha incrementado su esquema de seguridad, que inicialmente fue de un solo 

hombre y en la actualidad es de tres, con medidas extensivas a su familia. 

  

El riesgo extraordinario de seguridad, es definido por el Decreto 1066 de 

2015, en los siguientes términos: 

   

Artículo 2.4.1.1.4  

(…) 
Riesgo Extraordinario. Es aquel que atenta contra el derecho a la seguridad 
personal de la víctima o testigo en el marco de la Ley 975 de 2005 y que se 
adecúa a las siguientes características:  
– Que sea específico e individualizable. 
– Que sea concreto, fundado en acciones o hechos particulares y manifiestos y no 
en suposiciones abstractas.  
– Que sea presente, no remoto ni eventual.  

– Que sea importante, es decir, que amenace con lesionar bienes o intereses 
jurídicos valiosos, integridad física, psíquica y sexual para la víctima o testigo.  
– Que sea serio, de materialización probable por las circunstancias del caso.  
– Que sea claro y discernible.  
– Que sea excepcional en la medida en que no debe ser soportado por la 
generalidad de los individuos.  
– Que sea desproporcionado, frente a los beneficios que deriva la persona de la 
situación por la cual se genera el riesgo.” 

 

 



 La misma normativa señala, respecto de la protección de las personas 

en virtud de su cargo, lo siguiente: 

 
Artículo 2.4.1.2.7. Protección de personas en virtud del cargo. Son personas 
objeto de protección en virtud del cargo.  
1. Presidente de la República de Colombia y su núcleo familiar.  
2. Vicepresidente de la República de Colombia y su núcleo familiar.  
3. Los Ministros del Despacho.  
4. Fiscal General de la Nación.  
5. Procurador General de la Nación.  
6. Contralor General de la República.  
7. Defensor del Pueblo en el orden nacional.  
8. Senadores de la República y Representantes a la Cámara.  
9. Gobernadores de Departamento.  
10. Magistrados de la Corte Constitucional, Corte Suprema de Justicia, Consejo de  
Estado y del Consejo Superior de la Judicatura.  
11. Alcaldes distritales y municipales.  
Parágrafo 1. La protección de los ex presidentes y ex vicepresidentes de la 
República de Colombia, su cónyuge supérstite, hijos y familiares estará a cargo de 
la Policía Nacional y de la Unidad Nacional de Protección, con arreglo a lo dispuesto 
en el Decreto 1700 de 2010, o la norma que lo modifique o compile.  
Parágrafo 2. La protección de las personas mencionadas en los numerales 1 al 9 
será asumida por la Policía Nacional y la Unidad Nacional de Protección. La 
asignación de los recursos físicos será asumida por la entidad o corporación a la 
cual estos se encuentran vinculados.  
Parágrafo 3. Para la protección de las personas mencionadas en los numerales 1 

y 2 de este artículo, la Secretaría para la Seguridad Presidencial seleccionará el 
personal de la Unidad Nacional de Protección.  
Parágrafo 4. La protección de las personas mencionadas en los numerales 10 y 
11 será asumida por la Unidad Nacional de Protección y la Policía Nacional, así: la 
Policía Nacional asignará los hombres o mujeres que adelantarán actividades de 
protección y la Unidad Nacional de Protección los recursos físicos y los escoltas, en 
aquellos casos en que se implementen esquemas de protección con vehículo; 
siempre y cuando la entidad o corporación a la cual se encuentran vinculados, 

certifique no contar con las apropiaciones presupuestales correspondientes para la 
adquisición de recursos físicos.  
Parágrafo 5º. Servicio Extraordinario de Protección. La Policía Nacional, a través 
de la Dirección de Protección y Servicios Especiales, adoptará medidas transitorias 
de protección a Jefes de Estado y Jefes de Gobierno de visita en el país, así como 
a representantes de la Misión Diplomática en cumplimiento de funciones propias, 
previa solicitud que para el efecto tramitará la Presidencia de la República o el 
Ministerio de Relaciones Exteriores.  

Parágrafo 6. El Director de la Unidad Nacional de Protección reglamentará, 
mediante protocolos, la asignación de medidas de seguridad a los servidores de la 
Unidad Nacional de Protección que este determine.  
Parágrafo 7. La protección de los embajadores y cónsules extranjeros acreditados 
en Colombia estará a cargo de la Policía Nacional en lo que concierne a la 
asignación de los hombres o mujeres de protección, para lo cual se tendrán en 
cuenta criterios de reciprocidad y acuerdos generales o específicos de cooperación 
en temas de seguridad. El suministro de los recursos físicos estará a cargo de cada 

misión diplomática.  
Parágrafo 8. El Director General de la Policía Nacional de Colombia organizará 
internamente la asignación de medidas de protección para los Oficiales Generales 
activos, retirados y demás servidores de la Institución que así lo requieran. Así 
mismo, el Comandante General de las Fuerzas Militares organizará internamente 
el tema en relación con los miembros de las Fuerzas Militares en servicio activo o 
en retiro que lo necesiten.  



Parágrafo 9. La protección de las autoridades religiosas será asumida por la 
Policía Nacional y los recursos físicos estarán a cargo de la congregación religiosa 
correspondiente.  
Parágrafo 10. La adopción de medidas de protección para el núcleo familiar de 

las personas mencionadas en el presente artículo, dependerá del resultado de la 
respectiva evaluación de riesgo que realice la Policía Nacional a cada miembro del 
núcleo familiar de forma individual, para lo cual se tendrá en cuenta la existencia 
del nexo causal entre el nivel de riesgo y el cargo del protegido o solicitante.”. 
(subraya la Sala) 

 

 
Dando aplicación a la norma transcrita, así como al artículo 2.4.1.2.491, 

la UNP y la Cámara de Representantes suscribieron el Convenio 

Interadministrativo 1458 de 2019, cuyo objeto fue implementar el esquema de 

seguridad de los Representantes a la Cámara que se encuentren en situación de 

riesgo extraordinario, en razón del ejercicio de su cargo. Dentro de dicho 

convenio se estableció entre otras como obligaciones o aportes de la UNP: 

 

“4.2. 

(…) 

Hombres de protección (incluye salario y prestaciones, seguro de vida, 
chaleco, armamento y medio de comunicación) asignados a los 

representantes de acuerdo con el estudio de nivel de riesgo requerido para 

su protección.” 

 

Aun cuando es claro que la UNP tiene la obligación de suministrar el 

hombre de protección, y pagar su salario y prestaciones con cargo al convenio; 

seguidamente, en el número 15 de la Cláusula 6.1 se dejó dicho: 

 

“(…) 

5. la UNP realizará la implementación de las medidas de protección en el 
cual otorgará a los Honorables Representantes hombres de protección, así 

mismo chalecos blindados y medios de comunicación que de acuerdo con 

el estudio de nivel de riesgo requieran para su protección (conforme lo 
estipula el Decreto 1066 de 2015). Es necesario precisar que los hombres 

de protección no contaran con servicios adicionales, tales como viáticos, 

ni tiquetes. Igualmente informará a la Cámara de Representantes-
Supervisor, los cambio que se realicen al personal asignado, así como a 

todos los componentes que conforman el esquema de seguridad.” 

 
 

Con fundamento en la anterior disposición contractual, es que la UNP se 

ha negado a autorizar y pagar los viáticos y tiquetes a los hombres de seguridad 

                                                             
1 Artículo 2.4.1.2.49. Cooperación. En desarrollo de las actividades de los programas de 
prevención y protección, los ejecutores del mismo podrán celebrar convenios de cooperación con 
otras entidades públicas o privadas y con organismos nacionales e internacionales, con sujeción a 
las normas legales vigentes, con el fin de recibir asistencia técnica o apoyo a través del suministro 
de recursos y medios destinados a la protección de los beneficiarios. 



asignados a la accionante, puntualmente a aquellos a quienes tiene contratados 

a través de la Unión temporal Elite Protección; señalando además que el 

parágrafo 2° del artículo 2.4.1.2.7 del Decreto 1066 de 2015, estableció: 

 

“Parágrafo 2. La protección de las personas mencionadas en los 

numerales 1 al 9 será asumida por la Policía Nacional y la Unidad Nacional 

de Protección. La asignación de los recursos físicos será asumida por la 
entidad o corporación a la cual estos se encuentran vinculados.” 
 

En las diferentes respuestas ofrecidas por la UNP a la señora PIZARRO 

RODRÍGUEZ se le insiste en que en virtud del Convenio Interadministrativo y en 

especial la cláusula 6.1 parcialmente transcrita, el acuerdo no incluye el 

reconocimiento y pago de tiquetes y viáticos. Así por ejemplo en oficio OFI20-

00022623 de 9 de septiembre de 2020 se le dijo: 

 

“De manera atenta y dando alcance a la solicitud enviada el pasado 28 de 

agosto del año en curso, en el cual se comunican a este despacho una serie 
de hechos que presuntamente “ponen en riesgo su vida e integridad física 

al no garantizarse los elementos necesarios como viáticos y tiquetes a mi 

personal de protección” y requiere información frente a los temas que se 
señalan a continuación, respetuosamente me permito ofrecer el siguiente 

pronunciamiento. 

 

En primer lugar, se indaga acerca de las razones por las cuales “(…) existe 
un cambio de política frente a la disponibilidad de tiquetes y viáticos de los 

hombres de protección”. 

 
Frente a dicha manifestación, sea lo primero indicar que la Unidad Nacional 

de Protección no ha cambiado una política frente a dicha disponibilidad en 

la medida que, en los convenios interadministrativos que ha celebrado 

durante las últimas vigencias con la Dirección Administrativa de la Cámara 
de representantes, no se han pactado servicios de apoyo y/o adicionales 

con cargo al presupuesto que aporta la Corporación legislativa a los 

mencionados negocios jurídicos. 
 

En ese orden de ideas es de vital importancia tener de presente que, pese 

a que en la etapa precontractual del actual convenio vigente y en ejecución, 
léase Convenio Interadministrativo No. 1458 de 16 de octubre de 2019, 

celebrado con el Objetó de “(…) aunar esfuerzos técnicos, económicos, 

humanos, logísticos y administrativos para brindar e implementar el 

esquema de seguridad requerido por los Honorables Representantes a la 
Cámara que se encuentren en situación de riesgo extraordinario en razón 

al ejercicio de su cargo”, la UNO presentó oferta económica de servicios en 

la que se ofreció a la Cámara de Representantes la posibilidad de pactar 
dentro del mentado acto jurídico, servicios de apoyo y/o adicionales tales 

como viáticos y tiquetes, fue esta la que, de acuerdo a sus necesidades y 

presupuesto disponible, decidió no contemplarlos dentro de contenido 
obligacional.  

 



Dicho lo anterior, se aclara que, el referido convenio se celebró con 

fundamento en lo dispuesto en el artículo 2.4.1.2.49 del Decreto 1066 de 
2019, así como en el artículo 95 de la Ley 489 de 1998, dando 

cumplimiento, además, a lo establecido en el parágrafo 2° del artículo 

2.4.1.2.7 ibídem, el cual establece que “(…) la protección de las personas 

mencionadas en los numerales 1 al 9 será asumida por la Policía Nacional 
y la Unidad Nacional de Protección. La Asignación de los recursos físicos 

será asumida por la entidad o corporación a la cual estos se encuentren 

vinculados”, máxime si se tiene en cuenta que uno de los aportes de la UNP 
al mentado negocio jurídico son los “hombres de protección” (Incluye 

salario y prestaciones, seguro de vida, chaleco, armamento y medio de 

comunicación”, asignados a los representantes de acuerdo con el estudio 

de nivel de riesgo requerido para su protección”, tal y como quedó 
estipulado en su cláusula cuarta. 

 

Finalmente, en relación con este punto, se pone de presente que de 
conformidad con el numeral 15 de la cláusula 6.1 del convenio 

interadministrativo No. 1458 de 2019 la UNP realiza la implementación de 

las medidas de protección decretadas a favor de los honorables 
Representantes a la Cámara, entre otras los hombres de protección, los 

cuales de manera expresa no cuentan de acuerdo con lo allí pactado, con 

servicios adicionales tales como viáticos o tiquetes. 

 
Así las cosas, en el convenio No. 1458 entre la UNP y la Cámara de 

Representantes, quedo estipulado en la cláusula sexta, 6.1. 

OBLIGACIONES DE LA UNP. 15. “La UNP realizará la implementación de las 
medidas de protección en el cual otorgan a los Honorables Representantes 

hombres de protección, así mismo, chalecos blindados y medios de 

comunicación que de acuerdo con el estudio de nivel de riesgo requieran 
para su protección (conforme los estipula el Decreto 1066 de 2015). Es 

necesario precisar que los hombres de protección no contarán con servicios 

adicionales tales como: viáticos, ni tiquetes. Igualmente informará a la 

Cámara de Representantes-Supervisor, los cambios que realicen al 
personal asignado, así como todos los componentes que conforman el 

esquema de seguridad.” 

 
Por tal motivo los viáticos y tiquetes de los hombres de protección con los 

que usted cuenta actualmente no deben ser asumidos por esta entidad del 

estado. 
 

Ahora, frente al segundo interrogante, es to es, el relativo a ¿Por qué se 

responde a la solicitud de mi hombre de protección con base en el convenio 

interadministrativo entre la Cámara de Representantes y la Unidad Nacional 
de Protección cuando mis medidas de seguridad no se circunscriben 

exclusivamente a mi cargo como Representante a la Cámara?, es menester 

señalar, que en virtud de los establecido en el parágrafo 4 del artículo 
2.4.1.2.40 del Decreto 1066 de 2015, en concordancia con el parágrafo 1° 

del artículo 2.4.1.2.43, los casos de servidores y ex servidores públicos son 

presentados individualmente ante un Comité Especial con posterioridad a 

que la Policía Nacional, a través de la Dirección de Protección y Servicios 
Especiales, adelante la respectiva evaluación de riesgo en relación a las 

personas mencionadas en el artículo 2.4.1.2.7 ibídem “protección de 

personas en virtud del cargo”, entre estas, los Representantes a la Cámara, 
máxime si se tiene en cuenta que “la realización de la evaluación del riesgo, 



cuando haya lugar a ella, es un requisito sine qua non para que el caso 

pueda ser tramitado y se puedan asignar medidas de protección. 
 

Bajo ese panorama normativo tenemos que, una vez surtido el trámite 

relativo a la evaluación de riesgo de que usted fue objeto como 

Representante a la Cámara, el Comité Especial para casos de servidores y 
ex servidores públicos recomendó la adopción e implementación de 

medidas de protección a su favor en virtud del cargo que ocupa en la 

actualidad y de la calidad de servidor público que ostenta, por lo cual con 
sustento en ello, la Dirección General de la UNP dictó la Resolución No. 

6303 del 31 de agosto de 2019, motivo por el cual, no es cierto que las 

medidas de protección con las que usted actualmente cuenta obedezcan a 

razones o circunstancias distintas a las explicadas.” 

 

Posteriormente el 26 de octubre de 2020 con oficio OFI20-00028405 y el 

18 de noviembre del mismo año con radicado de salida OFI20-0031046, luego 

de reiterarle la información sobre el convenio interadministrativo 1458 de 2019 

y el Decreto 1066 de 2015, la misma entidad le indicó: 

 

“Aunado a lo anterior, usted actualmente cuenta con dos hombres de protección, 
uno de ellos, el señor Yeison Valera, quien está vinculado a la Unión temporal, del 
cual esta entidad no debe asumir sus viáticos ni tiquetes. 
 
No obstante, al señor Fabio Nelson Herreno, quien es funcionario de esta entidad, 
si debemos suministrarle los viáticos, según la Ley de presupuesto de 2020, 
artículo 36. Parágrafo. La unidad Nacional de Protección y la Policía Nacional 
cubrirán con sus respectivos presupuestos los gastos de viajes y viáticos causados 
por los FUNCIONARIOS que hayan sido asignados al Congreso de la república para 
prestar los servicios de protección y seguridad personal de sus miembros.” 

 

Finalmente, en comunicación de 26 de noviembre de 2020 la UNP informó 

a la peticionaria: 

 

“En atención a la solicitud radicada ante la Unidad Nacional de Protección –UNP- a 
través de correo electrónico, el pasado 25/11/2020 , donde se requiere 
aprobación para el desplazamiento entre las fechas de 27/11/2020 al 
1/12/2020, para el escolta VARELA ALBA YEISON; del operador Privado según 
contrato realizado a partir del 16 de Abril de2020 quien se encuentra asignado a 
su esquema de protección, y que de acuerdo a lo previsto en el Instructivo paso a 
paso para la Solicitud de desplazamientos de la UNP y en cumplimiento de las 
disposiciones normativas que aplican en materia de protección, en especial el 
Decreto 1066 de 2015, el Grupo Control Desplazamientos de Esquemas Protectivos 
de la UNP le informa que atendemos su requerimiento en los siguientes términos: 
Se considera viable aprobar SOLO EL DESPLAZAMIENTO, entre las fechas 
mencionadas anteriormente, no obstante, es importante mencionar, que dicha 
autorización no genera pago de viáticos ni tiquetes aéreos.  
(…) 
En atención a la solicitud radicada ante la Unidad Nacional de Protección –UNP- a 
través de correo electrónico, el pasado 25/11/2020 , donde se requiere 
aprobación para el desplazamiento entre las fechas de 27/11/2020 al 
1/12/2020, para el escolta SERGIO ANDRES MARIN ROJAS ; del operador 

Privado según contrato realizado a partir del 16 de Abril de 2020 quien se 
encuentra asignado a su esquema de protección, y que de acuerdo a lo previsto 



en el Instructivo paso a paso para la Solicitud de desplazamientos de la UNP y en 
cumplimiento de las disposiciones normativas que aplican en materia de 
protección, en especial el Decreto 1066 de 2015, el Grupo Control Desplazamientos 
de Esquemas Protectivos de la UNP le informa que atendemos su requerimiento en 

los siguientes términos: 
 
Se considera viable aprobar SOLO EL DESPLAZAMIENTO, entre las fechas 
mencionadas anteriormente, no obstante, es importante mencionar, que dicha 
autorización no genera pago de viáticos ni tiquetes aéreos.” 

 

Es decir, que la verdadera razón para que no todos los hombres asignados 

a la seguridad de la accionante, gocen del pago de viáticos y tiquetes para sus 

desplazamientos con la congresista, no es el convenio interadministrativo 1458 

de 2019, sino la interpretación que la UNP hace del parágrafo del artículo 36 de 

la Ley 2008 de 2019, previsión que igualmente está contenida en el parágrafo 

del artículo 34 de la Ley 2063 de 2020, por la cual se establece el presupuesto 

general de la Nación para 2021, según la cual sólo debe asumir los costos de 

viaje y viáticos de aquellos hombres a quienes vincule de manera directa y no 

de aquellos a quienes contrate a través de uniones temporales. 

 

Al respecto debe señalarse que la seguridad de las personas a quienes se 

les determina un riesgo extraordinario de seguridad, no puede quedar al arbitrio 

de las interpretaciones efectuadas por la UNP en temas de administración y 

vinculación de personal, pues el protegido quien tiene en riesgo su vida e 

integridad personal, no es quien escoge el personal que se encargará de su 

seguridad y menos aún la calidad con que este es vinculado. Aún más, el 

convenio interadministrativo que antepone para negar tal reconocimiento, 

señala en la UNP la obligación de suministrar el hombre de protección, sin 

discriminar su modalidad de contratación. 

 

En cuanto al derecho a la integridad personal y su íntima relación con el 

derecho a la vida, la Corte Constitucional ha sido enfática en afirmar, que 

corresponde al Estado tomar las acciones necesarias para evitar la consumación 

del riesgo. Así, por ejemplo, en sentencia T-199 de 2019 con ponencia de la 

Magistrada Gloria Stella Ortiz Delgado, expresó: 

 

“El derecho a la seguridad personal y los criterios para evaluar su 
amenaza o vulneración. Reiteración de jurisprudencia[93]. 
  
19. El artículo 2° de la Constitución Política establece como principios 
fundamentales del Estado “asegurar la convivencia pacífica” y “proteger a todas 

las personas residentes en Colombia, en su vida”. De este modo, todos 
los poderes y órganos del Estado tienen el deber de proteger la vida de todas las 



personas y de preservar las condiciones para que estas lleven una existencia 
tranquila, libre de amenazas y de zozobras exorbitantes. Por lo tanto, cuando un 
individuo se encuentra en una situación de riesgo predecible que pone en 
entredicho su vida o integridad personal, el Estado tiene la obligación de adoptar 

las medidas tendientes para evitar que el peligro que recae sobre ella se 
materialice. 
  
De esta manera, el derecho a la seguridad personal está íntimamente ligado con 
el derecho a la vida establecido en el artículo 11 de la Carta, ya que este es de 
carácter fundamental e “inviolable”. Así, salvaguardar la vida de las personas que 
se encuentran bajo amenaza es una responsabilidad inalienable del Estado. 
  

20. Colombia ha ratificado diferentes tratados internacionales de derechos 
humanos que buscan proteger la seguridad personal y la vida. Por ejemplo, el 
artículo 9° del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 
(PIDCP) establece que “[t]odo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad 
personales.”. Así mismo, la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
dispone en su artículo 7° que “[t]oda persona tiene derecho a la libertad y a la 
seguridad personales”. 
  

Por lo tanto, las obligaciones del Estado en relación con la garantía del derecho a 
la seguridad personal se desprenden de la Constitución y de las normas 
internacionales sobre derechos humanos. Además, estos deberes cobran especial 
importancia en el caso de ciertos sujetos que, dada su condición o contexto, son 
titulares de especial protección en virtud de mandatos constitucionales y del 
derecho internacional vigente. 
  
21. Esta Corporación ha establecido en múltiples ocasiones que la seguridad es 

un principio rector de la Carta Política, de manera que ha desarrollado una 
línea jurisprudencial relacionada con sus conceptos. De esta forma, 
en Sentencia T-981 de 2001[94] esta Corporación se refirió a la situación de 
una auxiliar de enfermería a la que se le negó un traslado laboral, a pesar de que 
el motivo de este consistía en que era víctima de amenazas. En esa ocasión este 
Tribunal sostuvo que el Estado debe responder “a las demandas de atención de 
manera cierta y efectiva” cuando tenga conocimiento de amenazas “sobre la 
[vida] y tranquilidad de individuos o grupos que habitan zonas de confrontación o 
que desarrollan actividades de riesgo en los términos del conflicto”. Señaló 
además que es inexcusable que el Estado pretenda cumplir con sus deberes 
limitándose a señalar su imposibilidad para prestar la ayuda requerida. 
  
22. Así mismo, la Sentencia T-719 de 2003[95] decidió el caso de una mujer 
desplazada por la violencia cuyo compañero permanente fue asesinado debido a 
que no se le prestaron oportunamente las medidas de protección que había 
solicitado. Esta Corporación observó que la seguridad tiene tres dimensiones en la 
Constitución. La primera como valor, pues es un fin del Estado que permea la 
totalidad del texto constitucional, la segunda como un derecho colectivo, y la 
tercera como un derecho individual derivado de las garantías previstas en la Carta 
contra los riesgos extraordinarios a los que se ven enfrentadas las personas. 
  
Respecto a la seguridad como derecho individual, esta providencia determinó que 
esta dimensión permite que las personas reciban una protección adecuada por las 

autoridades cuando están expuestas a riesgos excepcionales que no tienen el 
deber jurídico de soportar. Así mismo, señaló que para determinar cuáles son los 
riesgos que pueden calificarse dentro de dichos niveles, debe confluir un análisis 
de las características de especial vulnerabilidad del sujeto que solicita la 
protección, puesto que hay grupos que históricamente han sufrido amenazas a su 
seguridad personal, tales como los defensores de derechos humanos, los 
desplazados y los sindicalistas, entre otros. 
  

Esta sentencia también estableció que el Estado debe cumplir las siguientes 
obligaciones para garantizar el derecho a la seguridad personal: 



  
“La obligación de identificar el riesgo extraordinario que se cierne sobre una 
persona, una familia o un grupo de personas, así como la de advertir 
oportuna y claramente sobre su existencia a los afectados. Por eso, no 

siempre es necesario que la protección sea solicitada por el interesado. 
  
La obligación de valorar, con base en un estudio cuidadoso de cada situación 
individual, la existencia, las características (especificidad, carácter 
individualizable, concreción, etc.) y el origen o fuente del riesgo que se ha 
identificado. 
  
La obligación de definir oportunamente las medidas y medios de protección 

específicos, adecuados y suficientes para evitar que el riesgo extraordinario 
identificado se materialice. 
  
La obligación de asignar tales medios y adoptar dichas medidas, también de 
manera oportuna y en forma ajustada a las circunstancias de cada caso, en 
forma tal que la protección sea eficaz. 
  
La obligación de evaluar periódicamente la evolución del riesgo 

extraordinario, y de tomar las decisiones correspondientes para responder a 
dicha evolución. 
  
La obligación de dar una respuesta efectiva ante signos de concreción o 
realización del riesgo extraordinario, y de adoptar acciones específicas para 
mitigarlo o paliar sus efectos. 
  
La prohibición de que la Administración adopte decisiones que creen un 

riesgo extraordinario para las personas en razón de sus circunstancias, con 
el consecuente deber de amparo a los afectados.” 
  

De este modo, el Estado tiene la obligación de identificar, valorar y definir la 
situación de seguridad de las personas que se encuentren sometidas a riesgos o 
amenazas. Además, debe adoptar las medidas idóneas para mitigarlas y evaluar 
su eficacia y necesidad de manera periódica. En ese sentido, si las autoridades no 
cumplen alguna de estas obligaciones, el derecho a la seguridad personal se ve 
vulnerado. 
  
23. Por otro lado, la jurisprudencia constitucional ha determinado diferentes 
escalas de riesgos con el fin de identificar objetivamente cuándo una persona 
puede solicitar protección especial por parte del Estado. En ese sentido, 
la Sentencia T-339 de 2010[96] analizó el caso de un beneficiario del Programa 
de Protección del entonces Ministerio del Interior y de Justicia al cual no se le 
habían prestado las medidas reconocidas por esa entidad. Allí se precisó la 
diferencia entre las nociones de “riesgo” y “amenaza” con el fin de determinar el 
ámbito en que la administración puede otorgar medidas de protección especial: 

  
“El riesgo es siempre abstracto y no produce consecuencias concretas, 
mientras que la amenaza supone la existencia de señales o manifestaciones 
que hagan suponer que algo malo va a suceder. En otras palabras, la amenaza 
supone la existencia de signos objetivos que muestran la inminencia de la 

agravación del daño. Por este motivo, cualquier amenaza constituye un riesgo 
pero no cualquier riesgo es una amenaza”. 

  
Así, esta providencia determinó que la escala de riesgos y amenazas que debe 
aplicarse en situaciones en las que se solicita protección especial es la siguiente 
(por su pertinencia se cita in extenso): 
  
“ 1) Nivel de riesgo: existe una posibilidad abstracta y aleatoria de que el daño 

a la vida o a la integridad personal se produzca. Este nivel se divide en dos 
categorías: a) riesgo mínimo: categoría hipotética en la que la persona sólo se ve 



amenazada por la muerte y la enfermedad naturales y; b) riesgo ordinario: se 
refiere a aquel riesgo que proviene tanto de factores internos como externos a la 
persona y que se deriva de la convivencia en sociedad. En este nivel de la escala, 
los ciudadanos deben soportar los riesgos que son inherentes a la existencia 

humana y a la vida en sociedad. 
  
Cuando una persona pertenece a este nivel, no está facultada para exigir del 
Estado medidas de protección especial, pues su derecho a la seguridad personal 
no está siendo afectado, en la medida en la que el riesgo de daño no es una lesión, 
pero sí, en el mejor de los casos, un riesgo de lesión.  
  
2)    Nivel de amenaza: existen hechos reales que, de por sí, implican la 

alteración del uso pacífico del derecho a la tranquilidad y que hacen suponer que 
la integridad o la libertad de la persona corren verdadero peligro. En efecto, la 
amenaza de daño conlleva el inicio de la alteración y la merma del goce pacífico 
de los derechos fundamentales, debido al miedo razonable que produce visualizar 
el inicio de la destrucción definitiva del derecho. Por eso, a partir de este nivel, el 
riesgo se convierte en amenaza. Dependiendo de su intensidad, este nivel se 
divide en dos categorías: 
  

a)     amenaza ordinaria: Para saber cuándo se está en presencia de esta 
categoría, el funcionario debe hacer un ejercicio de valoración de la situación 
concreta y determinar si ésta presenta las siguientes características: 
  
i.      existencia de un peligro específico e individualizable. Es decir, preciso, 
determinado y sin vaguedades; 
ii.      existencia de un peligro cierto, esto es, con elementos objetivos que 
permitan inferir que existe una probabilidad razonable de que el inicio de la 

lesión del derecho se convierta en destrucción definitiva del mismo. De allí 
que no pueda tratarse de un peligro remoto o eventual.;    
iii.      tiene que ser importante, es decir que debe amenazar bienes o 
intereses jurídicos valiosos para el sujeto como, por ejemplo, el derecho a la 
libertad; 
iv.      tiene que ser excepcional, pues no debe ser un riesgo que deba ser 
tolerado por la generalidad de las personas y. finalmente, 
v.      deber ser desproporcionado frente a los beneficios que deriva la 
persona de la situación por la cual se genera el riesgo. 
  
Cuando concurran todas estas características, el sujeto podrá invocar su 
derecho fundamental a la seguridad personal para recibir protección por 
parte del Estado, pues en este nivel, se presenta el inicio de la lesión del 
derecho fundamental y, en esta medida, se presenta un perjuicio cierto que, 
además, puede o no agravarse. Por estos motivos, la persona tiene derecho 
a que el Estado intervenga para hacer cesar las causas de la alteración del 
goce pacífico del derecho o, al menos, para evitar que el inicio de la lesión 
se vuelva violación definitiva del derecho. 
  
b)    amenaza extrema: una persona se encuentra en este nivel cuando está 
sometida a una amenaza que cumple con todas las características señaladas 
anteriormente y además, el derecho que está en peligro es el de la vida o la 
integridad personal. De allí que, en este nivel, el individuo pueda exigir la 

protección directa de sus derechos a la vida y a la integridad personal y, en 
consecuencia, no tendrá que invocar el derecho a la seguridad como título 
jurídico para exigir protección por parte de las autoridades. 
  
Por lo tanto, en el nivel de amenaza extrema, no sólo el derecho a la 
seguridad personal está siendo violado, sino que, además, también se 
presenta la amenaza cierta que muestra la inminencia del inicio de la lesión 
consumada de los derechos fundamentales a la vida y a la integridad 

personal. De allí que, cuando la persona esté en este nivel, tiene el derecho 
a que el Estado le brinde protección especializada.”  



  
24. De conformidad con lo expuesto, cuando un individuo se encuentra sometido 
a un nivel de riesgo normal u ordinario, en los términos definidos, no tiene derecho 
a solicitar medidas de protección por parte del Estado ya que los mismos son los 

derivados de la vida en sociedad. Por el contrario, cuando está sometido a 
amenazas extraordinarias o extremas surge el deber del Estado de brindar 
protección especial para evitar la vulneración concreta del derecho a la seguridad 
personal. En estos casos el Estado tiene la obligación de determinar el tipo de 
amenaza que recae sobre una persona y, además, debe definir de manera 
oportuna los medios de protección específicos, adecuados y suficientes para evitar 
la consumación del daño. 
  

25. En suma, la seguridad e integridad personal es un derecho fundamental que 
debe ser garantizado y preservado por el Estado, de manera que cuando una 
persona se encuentra ante una amenaza extraordinaria o extrema, debe adoptar 
las medidas de protección necesarias para salvaguardar sus derechos 
fundamentales. Así mismo, las autoridades tienen una serie de obligaciones 
relativas a la debida diligencia respecto a la valoración y determinación de las 
amenazas, ya que su incumplimiento también conduce a la vulneración de este 
derecho.” 

 

El riesgo que sufre la accionante, es además presente e inminente, pues 

obra en el expediente, declaración jurada rendida por la señora PIZARRO 

RODRÍGUEZ el 12 de febrero de 2020 ante la Policía Judicial bajo el serial 

200800705, en la cual puso en conocimiento lo siguiente: 

 

“FGN: Teniendo en cuenta que tiene la doble calidad de víctima y testigo a 

raíz de hechos ocurridos, inicialmente los días 13 y 14 de julio de 2018, 

reiterados a lo largo de estos casi dos años y generados en panfletos 
amenazantes que se atribuyen las águilas negras y que anuncian un mal 

presagio para su vida y/o integridad personal, así como la de un número 

plural de dirigentes de oposición del orden nacional, lideresas y líderes 
sociales, defensoras y defensores de derechos humanos, acerca de estas 

agresiones que puede manifestar?. DECLARANTE. El primer panfleto 

precisamente lo recibimos en julio de 2018. Ya como representante a la 

cámara electa, venía dirigido a diversos líderes de la oposición, 
organizaciones de derechos humanos, líderes sociales, etcétera. Pues estas 

amenazas que me llega a través de otras personas amenazadas o de chats 

colectivos digámoslo así, donde estamos varios líderes y alguno de los 
líderes lo cuelga ahí, no me han llegado directamente a mí. Se han venido 

repitiendo en el tiempo. En junio de 2019 recibo otro que está sobretodo 

dirigido a líderes por ejemplo de víctimas, el primer también. El tercero que 
más o menos recibí en noviembre de 2019, no tiene fecha exacta, venía 

más bien dirigido al acompañamiento y defensa que hemos hecho a los 

movimientos estudiantiles y estaban incluidos líderes estudiantiles y el 

último, de fecha enero 15 de 2020 que ponen un precio sobre la cabeza de 
cada una de las personas que aparecen amenazadas, que es de treinta 

millones de pesos. Pues esto sumado a los antecedentes familiares como 

parte civil por el asesinato de mi padre y quien he sido la principal impulsora 
del proceso judicial y mis labores tanto de defensora de derechos humanos 

como representante a la Cámara, me generan una situación de 

vulnerabilidad y de exposición pública o de visibilidad que puede generar 
que no solamente los ataques puedan venir de quienes emiten el panfleto 

sino de personas que por sus posiciones políticas ven en mí una amenaza. 



FGN: Su día a día, su desenvolvimiento personal, sus actividades de qué 

manera se vienen viendo afectadas por las amenazas. CONTESTÓ: Por un 
lado, debemos tener muchísimo más cuidado a la hora de los eventos 

públicos, a la salida y entrada del lugar de residencia. Yo particularmente 

por los antecedentes personales tengo desconfianza de la Policía. Además, 

por las publicaciones de interceptaciones ilegales, seguimiento y amenazas 
se crea una situación de zozobra no solamente personal sino de mi núcleo 

familiar y por otro lado, en los desplazamientos la total indefensión en la 

que nos encontramos porque el esquela de seguridad completo, que de por 
sí es débil, no puede desplazarse al territorio, por lo cual en los espacios 

donde soy más vulnerable es donde menos protección tengo. FGN. ¿Maneja 

alguna hipótesis de quiénes pueden estar detrás de los panfletos, que al 

parecer se escudan en las Águilas Negras? CONTESTÓ: Nosotros hemos 
mantenido una hipótesis como miembros de la oposición que podrían ser 

agentes del Estado, enemigos políticos de nuestros sectores, de nuestra 

visión de país y que eso se orquesta muy bien con los ataques que 
recibimos a través de las redes sociales, con noticias falsas que generan 

amenazas directas. FGN: ¿Acerca de las redes sociales puede dejar algunos 

de dichos trinos y de quién provienen? CONTESTÓ: Entonces nosotros 
creemos que vienen de bodegas de la ultraderecha, atacan de manera 

sistemática a líderes de la oposición y pues se encargan de ir generando 

una percepción de que yo en concreto soy una terrorista, heredera del 

terrorismo y por tanto debo morir. Son perfiles falsos, son trox de muy 
pocos seguidores, pero que al actuar juntos generan una tendencia. Que 

estimulan a unos desadaptados que pueden generar reacciones violentas, 

acciones y cumplir la misión. En los últimos ataques que recibimos en 
redes, de un portal que se llama los Irreverentes, ahí digamos este portal 

conocido genera, hoy un párrafo donde dice la hija del terrorista Carlos 

Pizarro, es decir toma partido de entrada, asume una posición, esa 
información es recogida por un periodista que creo que se llama ERNESTO 

YAMURE y a partir de la notifica que él difunde, el portal la difunde. 

Comienza un ataque sistemático en redes sociales donde se me acusa y se 

me amenaza de ser terrorista, hija de genocidas y dejan en el ambiente 
que yo soy una terrorista. Además, dice heredera del M-19 y de las FARC, 

así tal cual dice, que refuerza una amenaza en mi contra por parte de 

sectores paramilitares. Acompaño la nota de Los irreverentes y de los trinos 
de YAMURE, también de otro periodista de apellido Rúgeles. Además, 

acompaño un documento que se llama Referencia por denuncia por 

amenaza contra mi vida e integridad personal y concierto para delinquir 
con fines de desaparición forma, tortura, homicidio y secuestro.” 

 

 

Reposa igualmente noticia criminal 1101600001322004575 de 18 de 

octubre de 2020 donde se relatan los siguientes hechos: 

 

“…me dirijo a usted en consideración a su cargo para ponerle en 

conocimiento de la siguiente situación. el 15 de octubre de 2020 siendo las 

15:21 horas la señora Myriam Beatriz Rodríguez Aragón, madre de la 
representante a la cámara María José Pizarro Rodríguez, recibió a su celular 

una llamada del número 3148448580 en la que una voz infantil le dijo que 

tenía que salir del país o que le iban a quemar la casa y la iban a matar, 
instantes después la señora Myriam Rodríguez regresó la llamada y tras 

unos segundos le reiteraron las amenazas parte de las cuales logró grabar. 

momentos después la señora María José Pizarro llamó al número del que 



se recibió la amenaza preguntando ¿con quién hablo? a lo cual una voz le 

responde una voz “solamente haga lo que le dije y ya”, llamada que fue 
grabada. con posterioridad el señor Javier Grajales miembro de la unidad 

de trabajo legislativo de María José Pizarro llama nuevamente al número 

del que se recibieron las amenazas para indagar el origen de la llamada, le 

contesta una voz femenina informándole que el abonado corresponde a un 
teléfono público ubicado en palestina, llamada que también fue grabada. la 

congresista María José Pizarro ha recibido varias amenazas por diferentes 

medios las cuales han sido denunciadas ante la fiscalía general de la nación. 
solicitamos al señor comandante del cuerpo élite de la policía nacional 

poner en ejecución todos los medios a su alcance para proteger la vida en 

integridad de las señoras María José Pizarro Y Myriam Rodríguez.” 

 

No puede perderse de vista que desde un inicio se solicitó respecto de la 

Representante Pizarro, evaluación del riesgo no sólo como Representante a la 

Cámara sino como líder social; adicionalmente como integrante de un partido de 

oposición e incluso en la declaración juramentada parcialmente transcrita, la 

Fiscalía General de la Nación le reconoció su doble condición de víctima y testigo 

de violencia en el caso de la muerte de su padre, por lo cual aun cuando para 

los Comités de Evaluación de Riesgo de la Policía Nacional como de la UNP, prime 

su condición de Congresista y por ello la seguridad se le preste bajo el marco 

del pluricitado convenio interadministrativo, lo cierto es que su quehacer 

sociopolítico irriga riesgo de diferentes fuentes y por tanto la protección que 

debe ofrecerle el Estado no puede verse limitada en sus desplazamientos. 

 

Así las cosas en el presente asunto se encuentra vulnerado por el Tribunal, 

el derecho fundamental a la seguridad e integridad personal de la señora MARÍA 

JOSÉ PIZARRO RODRÍGUEZ, a quien tanto como la Policía Nacional como la UNP 

le han determinado desde 2018 un riesgo extraordinario de seguridad, y que si 

bien han implementado un esquema de seguridad conformado por tres hombres, 

el mismo se ve debilitado e ineficaz cuando aquella debe desplazarse fuera de 

Bogotá, únicamente en compañía de uno de ellos, por tener como particularidad 

que está vinculado de forma directa con la UNP y no a través de una unión 

temporal. 

 

Si bien el riesgo de seguridad de la Congresista se valoró y determinó por 

su cargo de Representante a la Cámara por Bogotá D.C., lo cierto es que desde 

2018, ha insistido en que además es líder social y militante de la oposición, 

situación que no puede ser relevada por su cargo actual y que en todo caso le 

impone a la UNP la obligación de garantizarle el goce pleno de su esquema de 

seguridad en todo el territorio nacional. Pues de otra manera, al restringirle su 



esquema se le está poniendo en situación de riesgo en sus desplazamientos; 

además de limitarle el ejercicio de otros derechos como el de la libre locomoción 

y sus derechos políticos, pues como ella lo manifestó al hacer su actividad 

política, debe desplazarse a diferentes lugares y en el escenario de lo público, 

su seguridad está en riesgo. 

 

No pueden aspectos administrativos, como la forma como la UNP vincula a 

sus empleados, interferir en la obligación del Estado de garantizar la integridad 

y seguridad personal de aquellos ciudadanos a quienes les ha determinado un 

nivel de riesgo extraordinario, pues según el artículo 1.2.1.4 del Decreto 1066 

de 2015 su objetivo como Organismo Nacional de Seguridad es “…articular, 

coordinar y ejecutar la prestación del servicio de protección a quienes determine el 

Gobierno Nacional que por virtud de sus actividades, condiciones o situaciones políticas, 

públicas, sociales, humanitarias, culturales, étnicas, de género, de su calidad de víctima 

de la violencia, desplazado, activista de derechos humanos, se encuentren en situación 

de riesgo extraordinario o extremo de sufrir daños contra su vida, integridad, libertad y 

seguridad personal o en razón al ejercicio de un cargo público u otras actividades que 

pueden generar riesgo extraordinario, como el liderazgo sindical, de ONGs y de grupos 

de personas desplazadas, y garantizar la oportunidad, eficiencia e idoneidad de las 

medidas que se otorgan. Se exceptúan del campo de aplicación del objetivo de la Unidad 

los programas de competencia de la Fiscalía General de la Nación, la Procuraduría 

General de la Nación y el Programa de Protección a Víctimas y Testigos de la Ley de 

Justicia y Paz.” 

  

Como quiera que tanto la UNP como la Policía Nacional han evaluado el 

riesgo de la actora como extraordinario, debe garantizársele la protección a su 

vida e integridad personal, asegurando que el esquema de seguridad que se le 

ha asignado pueda desplazarse con ella, sin distinción de la calidad del vínculo 

contractual que le una con la UNP. 

 

Por lo anterior habrá de confirmarse parcialmente la sentencia recurrida 

que amparó únicamente el derecho fundamental de petición y ordenó a la 

Cámara de Representantes darle respuesta a su petición de 28 de agosto de 

2020; para adicionalmente tutelar su derecho a la seguridad e integridad 

personal, ordenando al Director de la UNP que en adelante le garantice la 

disposición plena del esquema de seguridad que tiene asignado, esto es 

suministrando en virtud de lo dispuesto en el parágrafo del artículo 34 de la Ley 

2063 de 2020, los viáticos y gastos de viajes, que se requieran para el 



desplazamiento de la totalidad de los hombres de protección, sin importar el tipo 

de vínculo contractual que les una con dicha entidad. 

 

Finalmente, y en cuanto al derecho de petición, debe advertirse como lo 

encontró demostrado el A quo, que la Cámara de Representantes estaba en 

mora de dar respuesta a la solicitud de 28 de agosto de 2020 en la cual pidió 

información sobre las razones por las cuales el Convenio Interadministrativo No. 

1458 de 2019 no garantiza los viáticos y tiquetes de su personal de protección, 

y si, existe excepción al mismo cuando se cuenta con medidas de seguridad que 

no se circunscriben únicamente al cargo de congresista. 

 

Petición a la que en acatamiento a la orden de tutela de primera instancia 

se le dio respuesta por oficio D.J. 4.2-318-2021 de 24 de marzo de 2021, en los 

siguientes términos: 

 

“¿Cuál fue el motivo que llevó a que en el Convenio Interadministrativo No. 

1458 de 2019 no se continúe garantizando los viáticos y tiquetes a los 

hombres de protección?” 
 

Sobre el particular debemos referir que analizadas las minutas de los 

convenios interadministrativos suscritos con la UNP para garantizar la 

seguridad de los Honorables Representantes, no han contenido tal 
reconocimiento y al respecto observamos que el Convenio 168 de 2018, 

suscrito entre la Cámara de  Representantes y la Unidad Nacional de 

Protección – UNP, previó en el literal e del subtítulo “carácter específico” 
del numeral “6.1 OBLIGACIONES DE LA UNP” que los hombres de 

protección no contarán con servicios adicionales, es decir no incluyen pago 

de viáticos ni tiquetes. 

 
Posteriormente, se suscribió el Convenio 1096 de 2018, suscrito entre la 

Cámara de Representantes y la UNP, el cual no contempló el 

reconocimiento de viáticos o tiquetes para los hombres de protección 
dispuestos por la entidad aliada en los esquemas de protección de los 

Honorables Representantes. 

 
En este mismo sentido, el Convenio 1458 de 2019, suscrito entre la Cámara 

de Representantes y la UNP, precisó, de manera explícita, en el numeral 15 

del numeral “6.1 OBLIGACIONES DE LA UNP” que los hombres de 

protección no contarán con servicios adicionales, tales como viáticos ni 
tiquetes.  

 

No obstante lo anterior, es importante tener en cuenta que de manera 
independiente a las cláusulas que en su momento incluyeron los 

funcionarios que ocupaban los cargos en los cuales recae la responsabilidad 

de la ejecución del convenio interadministrativo 1458 de 2019, o a la 
interpretación literal que se le pueda dar a las obligaciones acordadas en el 

mismo, prima el derecho a la vida y a la integridad de los Honorables 

Representantes y en su salvaguarda resulta claro lo señalado cada año en 



la ley de presupuesto, como se indicó para la vigencia 2020 en el parágrafo 

del artículo 36 de la Ley 2008 de 2019 y para la actual vigencia en el 
parágrafo del Artículo 34 de la Ley 2063 de 2020 el cual cita: 

“PARÁGRAFO. La Unidad Nacional de Protección o la Policía 

Nacional cubrirán con sus respectivos presupuestos, los gastos de 

viaje y viáticos causados por los funcionarios que hayan sido 
asignados al Congreso de la República para prestar los servicios de 

protección y seguridad personal a sus miembros. (Negrillas y 

Subrayas fuera de texto). 
 

 

Pese a lo anterior aun cuando se ha dado respuesta al derecho de petición, 

no puede declararse la ocurrencia de un hecho superado, como quiera que 

aquella se produjo en cumplimiento de la orden constitucional de primera 

instancia. 

  

En mérito de lo expuesto, el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECCIÓN "A", administrando 

justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  

  

RESUELVE:   

  

PRIMERO. CONFIRMAR PARCIALMENTE la sentencia proferida por el 

Juzgado 43 Administrativo del Circuito de Bogotá D.C., el 18 de marzo de 2021, 

mediante la cual se amparó el derecho fundamental de petición de la señora 

MARÍA JOSÉ PIZARRO RODRÍGUEZ. 

 

SEGUNDO. ADICIONAR la sentencia proferida por el Juzgado 43 

Administrativo del Circuito de Bogotá D.C., el 23 de junio de 2021, con el fin de 

proteger el derecho fundamental a la seguridad e integridad personal de la 

Congresista MARÍA JOSÉ PIZARRO RODRÍGUEZ, ordenando al Director de la 

Unidad de Protección que en adelante garantice la disposición plena del esquema 

de seguridad que tiene asignado; suministrando en virtud de lo dispuesto en el 

parágrafo del artículo 34 de la Ley 2063 de 2020, los gastos de viaje y los viáticos 

que se requieran para el desplazamiento de la totalidad de los hombres 

asignados para su protección; sin importar el tipo de vínculo contractual que les 

una con dicha entidad. 

   

   TERCERO. NOTIFICAR por el medio más expedito esta providencia a las 

partes.   



  

CUARTO.  REMITIR el expediente a la Honorable Corte Constitucional, 

para su eventual revisión dentro de los diez (10) días siguientes, a su 

notificación en los términos dispuestos por el Acuerdo PCSJA20-11594 del 13 de 

julio de 2020 y la Circular PCSJ20-29 del 29 de julio de 2020, proferidos por el 

C. S. de la J. 

NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE 

 

CARMEN ALICIA RENGIFO SANGUINO 
MAGISTRADA 

 

        
 JOSÉ MARÍA ARMENTA FUENTES                             NÉSTOR JAVIER CALVO CHAVES  

      MAGISTRADO                                                     MAGISTRADO  
Con Salvamento de Voto                                                                           

 


